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S E N T E N C I A 
 

En San Juan, Puerto Rico, hoy día 29 de junio de 2022.  

Comparecen ante este Honorable Tribunal los señores Samuel Berrios 

Reyes y Carmen Martínez Díaz (matrimonio Berrios-Martínez) mediante 

Apelación Civil instada el 24 de noviembre de 2021.  En su recurso, nos solicitan 

que revisemos la Sentencia1 decretada el 28 de diciembre de 2020 por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala Superior de Salinas, en la cual, entre otras cosas, se 

declaró nula la compraventa realizada mediante la Escritura Núm. 16 sobre 

Compraventa de Mejoras otorgada el 2 de mayo de 2012 ante el(la) Notario Nilsa 

Ivette Félix García. 

A continuación, exponemos el trasfondo fáctico y procesal de este 

recurso. 

I. 

El 1ro de junio de 2012, el señor Fermín Rivera Rosario (señor Rivera 

Rosario), presentó su Demanda sobre nulidad de contrato de compraventa, 

 
1 Esta determinación fue notificada y archivada en autos el 25 de octubre de 2021 (notificación 
enmendada).  Véase Sentencia, Apéndice de la Apelación Civil, págs. 3- 29. 
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reivindicación y división de comunidad de bienes contra la señora Wanda 

Rodríguez Anaya (señora Rodríguez Anaya) y otros codemandados.  En su 

causa de acción, el señor Rivera Rosario alegó que desde el año 1991 hasta 

el 1997, mantuvo una relación consensual con la señora Rodríguez Anaya.  En 

adición, aseveró que, al separarse, la señora Rodríguez Anaya solicitó y obtuvo 

una Orden de Protección en su contra.  Dicha Orden de Protección fue emitida 

el 29 de septiembre de 1997 por la Sala Municipal de Salinas; y en esta, se 

dispuso que la residencia donde convivieron durante su relación estaba 

desocupada– propiedad en controversia en el presente litigio- no sería ocupada 

por ninguno de los dos (2); los bienes muebles permanecerían en la vivienda 

hasta que se llevara a cabo la correspondiente división de la comunidad de 

bienes compuesta por ambos; y éstos recogerían sus pertenencias personales.  

Así las cosas, el señor Rivera Rosario arguyó que la señora Rodríguez 

Anaya violentó lo dispuesto en la Orden de Protección al ocupar dicha vivienda 

con su nueva pareja hasta el año 2012 cuando vendió a un tercero.  El señor 

Rivera Rosario también alegó que la señora Rodríguez Anaya usó y disfrutó 

del hogar sin pagar canon de arrendamiento alguno y solicitó que el mismo le 

fuese adjudicado a su nombre.  En cuanto a la parte compradora, quienes fueron 

inicialmente demandados bajo nombre desconocido, solicitó que fueran 

encontrados solidariamente responsables dado que estos conocían que él era 

codueño de la residencia, y por esto, actuaron de mala fe al adquirir la propiedad 

exclusivamente de la señora Rodríguez Anaya.  

Basado en las alegaciones hechas en su Demanda, el señor Rivera 

Rosario solicitó que se decretara la división de la comunidad de bienes 

alegadamente compuesta por la señora Rodríguez Anaya y éste; se le 

adjudicara la propiedad; se decretara nula la compraventa; se ordenara al 

matrimonio Berrios-Martínez, los compradores, a entregarle la propiedad; y, 

por último, se condenara a las partes demandadas a satisfacer la suma de 

$10,000.00 en concepto de costas, gastos y honorarios de abogado.  

Luego de varios incidentes procesales, el 8 de diciembre de 2014, se 

presentó Demanda Enmendada2 para incluir al matrimonio Berrios-Martínez 

 
2 Véase Apéndice de Apelación Civil, págs. 30- 32. 
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como partes co-demandadas. El día 30 de diciembre de 2014, el matrimonio 

Berrios-Martínez presentó su Contestación a Demanda Enmendada.3  En la 

misma, estos solicitaron que se declarara sin lugar la demanda y condenara al 

señor Rivera Rosario sufragar una suma no menor de $20,000.00 en concepto 

del pago de costas, gastos y honorarios de abogado.  El 3 de julio de 2015, la 

señora Rodríguez Anaya presentó su Contestación a la Demanda y Solicitud 

de Desestimación.4  

Posteriormente, el 31 de agosto de 2015, el matrimonio Berrios-

Martínez presentó una Moción Solicitando Sentencia Sumaria Parcial,5 en la 

cual solicitaron la desestimación de la reclamación.  Así las cosas, el 26 de 

octubre de 2015, el señor Rivera Rosario presentó su Réplica a Moción de 

Sentencia Sumaria.6  El 17 de mayo de 2016, el foro de instancia decretó 

Resolución,7 declarando no ha lugar la solicitud de sentencia sumaria; 

determinando que aún existían hechos materiales en controversia que 

ameritaban ser evaluados en un juicio plenario; y pautando audiencias. 

Un tiempo después de concluido el juicio, el 4 de diciembre de 2017, el 

señor Rivera Rosario falleció y el 17 de mayo de 2018, mediante Resolución 

fue sustituido por sus herederos: señores Pedro Luis Adorno Rivera y Carlos 

Miguel Rivera Rivera.  El 28 de diciembre de 2020, se dictaminó la Sentencia 

de la cual se recurre en el presente recurso. 

Insatisfecho con la determinación, el 16 de febrero de 2021, el 

matrimonio Berrios-Martínez presentó una Moción Solicitando 

Reconsideración,8 arguyendo que se debía declarar que la residencia objeto del 

presente litigio pertenecía a la señora Rodríguez Anaya o en la alternativa, 

pertenecía a la comunidad de bienes compuesta entre los señores Rivera 

Rosario y Rodríguez Anaya; y desestimara y dejara sin efecto la determinación 

de nulidad de compraventa y orden de reivindicación sobre la propiedad en 

controversia.  El 1 de junio de 2021, los señores Adorno Rivera y Rivera Rivera 

 
3 Véase Apéndice de Apelación Civil, págs.36- 38. 
4 Véase Apéndice de Apelación Civil, págs. 33- 35. 
5 Véase Apéndice de Apelación Civil, págs. 39- 53. 
6 Véase Apéndice de Apelación Civil, pág. 54- 62. 
7 Este dictamen fue notificado y archivado en autos el 19 de mayo de 2016.  Véase Apéndice de 
Apelación Civil, págs. 63- 71. 
8 Véase Apéndice de Apelación Civil, págs. 72- 88. 
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presentaron su Moción en Oposición a Reconsideración,9 aduciendo que la 

solicitud de reconsideración fue presentada fuera del término señalado por la 

Regla 47 de las de Procedimiento Civil de 2009.  El 15 de julio de 2021, el foro 

a quo declaró no ha lugar la solicitud de reconsideración mediante Resolución 

en Reconsideración.10 

Inconformes aún, el 27 de septiembre de 2021, el matrimonio Berrios-

Martínez acudió ante este Tribunal de Apelaciones mediante Apelación Civil.11  

Sin embargo, el 4 de octubre de 2021, el matrimonio Berrios-Martínez 

presentó una Moción Solicitando Desistimiento Voluntario Sin Perjuicio al 

Amparo de la Regla 83 (A) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones en la 

cual arguyeron que el recurso era uno prematuro por la notificación inadecuada 

a la señora Rodríguez Anaya.12  Luego, el 2 de noviembre de 2021, los señores 

Adorno Rivera y Rivera Rivera presentaron su Moción en Cumplimiento de 

Orden y Solicitud de Desestimación; y Moción en Oposición a Moción 

Solicitando Desistimiento Voluntario Sin Perjuicio.  El 29 de marzo de 2022, se 

determinó Sentencia dando por desistida la Apelación Civil presentada el 27 de 

septiembre de 2021 al amparo de la Regla 83 (A) del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones.13 

Oportunamente, el 24 de noviembre de 2021, el matrimonio Berrios-

Martínez acudió nuevamente ante este Tribunal de Apelaciones mediante su 

Apelación Civil y señalando los siguientes errores:  

Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Salinas, al 
dictar sentencia sin acumular al Municipio de Salinas como parte 
indispensable, siendo el Municipio dueño del terreno donde 
enclava la residencia objeto del pleito.  
 
Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Salinas, al 
determinar que la residencia objeto de este litigio les pertenece a 
los apelados y no a la codemandada Wanda Rodríguez Anaya o a 
la comunidad de bienes compuesta por Fermín Rivera Rosario y la 
codemandada Wanda Rodríguez Anaya.  
 
Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Salinas, al 
declarar nula la compraventa realizada mediante la Escritura 
Número 16 de Compraventa de Mejoras, otorgada el 2 de mayo de 

 
9 Véase Apéndice de Apelación Civil, págs. 89- 94. 
10 Véase Apéndice de Apelación Civil, págs. 96- 97. 
11 Caso asignado el numero KLAN202100767. 
12 El 20 de diciembre de 2021, en el caso KLAN202100960, entre las mismas partes, se dictó 
Resolución refiriendo el expediente a la consideración del Panel IV para su consolidación con el 
caso KLAN202100767 por ser de mayor antigüedad.  Sin embargo, el 29 de marzo de 2022, 
éste último fue dado por desistido por prematuro. 
13 Id.  
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2012 entre los apelantes y la codemandada, Wanda Rodríguez 
Anaya y al ordenar a los apelantes a entregar la residencia ubicada 
en el solar número 35 del Barrio Playa, Sector Cofresí de Salinas, 
Puerto Rico a los apelados.  

 

Evaluado concienzudamente el expediente del caso, y contando con el 

beneficio de la comparecencia de ambas partes, exponemos las normas de 

derecho pertinentes a la controversia planteada.  

II. 

A. Acumulación de Parte Indispensable 

La Regla 16.1 de las de Procedimiento Civil de 200914 instituye el 

mecanismo de la acumulación de parte indispensable.  Conforme con este 

precepto, las personas que tengan un interés sin cuya presencia no pueda 

adjudicarse por completo la controversia, pues podrían verse afectados sus 

derechos al momento de dictada la misma por no encontrarse presente en el 

litigio, se considerarán partes indispensables.15  En el caso Pérez Rosa v. 

Morales Rosado,16 nuestro Tribunal Supremo enfatizó en que, el interés que 

debe tener esta parte sobre el pleito “[n]o es cualquier interés… se trata de un 

interés de tal orden que impida la confección de un derecho adecuado sin 

afectarle o destruirle radicalmente sus derechos.”  Del mismo modo, ese interés 

“tiene que ser real e inmediato… [n]o se trata de meras especulaciones o de un 

interés futuro.17 

Al momento de identificar si una parte se puede considerar indispensable 

o no, “[e]s importante auscultar si el tribunal podrá hacer justicia y conceder un 

remedio final y completo sin afectar los intereses del ausente”.18  Ahora bien, si 

la parte se considera indispensable, y se determina que esta no fue acumulada, 

es decir, que existe ausencia de parte indispensable, el pleito no podrá 

adjudicarse sin la presencia de esta.  En tal situación, el tribunal estará impedido 

de dictar sentencia, pues carecerá de jurisdicción para ello, y, por ende, la 

sentencia será nula.19 

 
14 32 LPRA Ap. V, R.16.1. 
15 Colón Negrón v. Mun. Bayamón, 192 DPR 499, 510 (2115); Romero v. SLG Reyes, 164 DPR 
721, 733 (2005). 
16 172 DPR 216, 223 (2007), 
17 Id. 
18 Romero v. SLG Reyes, supra, pág. 733. 
19 Pérez Rosa v. Morales Rosado, supra, pág. 223. 
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Esta garantía, necesidad de acumular a la(s) parte(s) indispensable(s) 

para que el decreto del tribunal sea efectivo y vinculante, responde al precepto 

constitucional del debido proceso de ley.  El mismo manifiesta que, “[n]inguna 

persona será privada de su libertad o propiedad sin debido proceso de ley”.20  Es 

meritorio señalar que las Reglas de Procedimiento Civil, supra, que promueven 

la economía procesal, hacen hincapié en el imperativo de traer a toda parte 

indispensable para que así el tribunal logre adjudicar la controversia en su 

totalidad, evitando la proliferación de pleitos adicionales que puedan ser 

resueltos con la misma prueba.21  

Más aún, una vez se determine que está ausente una parte indispensable 

se debe desestimar la causa de acción.  No empero, la desestimación por la falta 

de parte indispensable no tendrá efecto de una adjudicación en los méritos con 

efecto de cosa juzgada.22 

B. La Accesión 

El Artículo 287 del derogado Código Civil de Puerto Rico de 193023 

propone que la propiedad de los bienes, ya sean muebles o inmuebles, lleva 

consigo el derecho de accesión a todo lo que ellos producen, o se les une o 

incorpora, natural o artificialmente.  Dicho de otro modo, la accesión consiste, en 

términos generales, en el derecho en virtud del cual el propietario de un bien 

hace suyo todo lo que ésta produzca o todo lo que se le una de forma natural o 

artificial.  

A la luz del artículo antes mencionado, la doctrina reconoce dos (2) tipos 

de accesión: la accesión por producción, que es la referente a los frutos, y la 

accesión por incorporación.  Es decir, la accesión de inmueble a inmueble, 

conocida como accesión natural; la accesión de mueble a inmueble o accesión 

industrial; y la accesión de mueble a mueble.  Estos tres (3) tipos de accesión 

por incorporación están regidos, por principios de buena fe, por la máxima que 

 
20 Const. PR Art. II, Sec. 7. 
21 García Colón v. Sucn. Gabriel González, 178 DPR 527 (2010). 
22 Romero v. SLG Reyes, supra, pág. 734. 
23 31 L.P.R.A. § 1131.  El Código Civil de Puerto Rico de 1930 fue derogado mediante la Ley 
Núm. 55-2020, conocida como el Código Civil de Puerto Rico de 2020.  No obstante, era el 
derecho vigente durante la ocurrencia de los hechos de la presente controversia, por lo cual es 
de aplicación al caso de marras. 
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postula que todo lo accesorio sigue a lo principal y por el principio general de 

que el suelo es siempre la cosa principal.24 

En cuanto a lo relativo a la figura de la accesión nuestro antiguo Código 

Civil de 1930 dispone lo siguiente: “[l]o edificado, plantado o sembrado en 

predios ajenos y las mejoras o reparaciones hechas en ellos, pertenecen al 

dueño de los mismos…”.25  

 Es norma reiterada en nuestro ordenamiento jurídico que la buena fe 

siempre se presume.26  Por ello, cuando se pretende imputarle la mala fe a un 

edificante en suelo ajeno es preciso que se aporte evidencia para controvertir 

dicha presunción.  La presunción de buena fe se destruye cuando se puede 

evidenciar que el edificante construyó sin permiso del dueño del terreno.27  Lo 

determinante es precisar si medió el consentimiento del dueño del inmueble, en 

los casos en que ello sea así, la edificación en suelo ajeno se convierte en una 

de buena fe.28 

C. El Concubinato y la Comunidad de Bienes 

Nuestra normativa civilista llama "concubinato" a esa relación cuando sus 

partícipes están en aptitud de casarse por ser ambos solteros (divorciados o 

viudos), y "queridato" cuando uno o ambos estén casados con otra persona y 

por tanto impedidos de casarse entre sí.  A este tipo de relación también se le 

ha denominado unión libre, unión de hecho, unión consensual, unión irregular, 

entre otros.29  En Puerto Rico, los efectos legales de esa relación, llámese 

concubinato o “queridato”, son esencialmente los mismos.30  

En nuestro país, se ha reconocido la existencia del concubinato more 

uxorio.  Este se crea por la unión voluntaria entre un hombre y una mujer solteros 

que han convivido públicamente por un tiempo relativamente largo sin estar 

 
24 Díez-Picazo, Lecciones de Derecho Civil, Tomo III, La propiedad y los Derechos Reales, pág. 
483, Madrid, 1967. 
25 Art. 294 del Código Civil, 31 LPRA sec. 1161. 
26 Infante v. Maeso, 165 DPR 474, 485 (2005). 
27 C.R.U.V. v. Román, 100 DPR 318, 327 (1971). 
28 Íd., pág. 323. 
29 Caraballo Ramírez v. Acosta, 104 DPR 474, 476 (1975) 
30 Zannoni Eduardo, El Concubinato (Ed. Ira., 1970), pág. 125.  Ocasio v. Díaz, 88 DPR 676, 749 
(1963). 
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unidos en legítimo matrimonio, pero que podrían contraerlo legalmente si así lo 

desearen.31  

Es evidente la vasta cantidad de similitudes entre el concubinato y el 

matrimonio.  Sin embargo, a pesar de estas, el concubinato no tiene los mismos 

efectos jurídicos que la institución del matrimonio.  Nuestro Tribunal Supremo en 

Ortiz de Jesús v. Vázquez,32 reseñó que el concubinato no genera, por sí solo, 

derechos de clase alguna para las personas que viven en tal estado ni puede 

originar una sociedad legal de gananciales.  Del mismo modo, el mero 

concubinato tampoco crea un interés común sobre los bienes adquiridos por los 

concubinos.33 

El anterior Código Civil instauró la figura de la comunidad de bienes.  Este 

cuerpo jurídico nos formula que, existe cuando la propiedad de una cosa o de un 

derecho pertenece en común proindiviso a varias personas.34  Nos explica la 

jurisprudencia que, toda vez que la comunidad de bienes no se presume, existen 

varios supuestos en los cuales esta puede surgir entre unos concubinos, entre 

los cuales están: (a) un pacto expreso; (b) un pacto implícito que se desprende 

espontáneamente de la relación humana y económica existente entre las partes 

durante el concubinato; y (c) un acto justiciero para evitar el enriquecimiento 

injusto, reconociendo el valor de los bienes, valores o servicios aportados por la 

concubina y sus correspondientes ganancias.35 

En conformidad con el célebre caso Caraballo v. Ramírez Acosta,36 

nuestro Máximo Foro determinó que, en una relación de concubinos, no se 

presume la existencia de la comunidad de bienes.  Por lo tanto, si no se logra 

probar la existencia de esta, la parte que reclama una participación económica 

puede probar que aportó bienes, valores y servicios, que estos produjeron 

ganancias y que puede reclamar el valor de dichos bienes, valores y servicios y 

 
31 Raúl Serrano Geyls, Derecho de Familia de Puerto Rico y Legislación Comparada, Vol. II, 
Programa de Educación Jurídica Continua de la Universidad Interamericana de Puerto Rico, 
Facultad de Derecho, 2002, pág. 822. 
32 199 DPR 547, 549 (1987). 
33 Cruz v. Sucn Landrau Díaz, 97 DPR 578, 584 (1969). 
34 Art. 326 del Código Civil, 31 LPRA sec. 1271. 
35 Quetglas Álvarez v. Carazo Castillo, 134 DPR 644, 657 (1993). 
36 Supra. 
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sus correspondientes ganancias, como acto justiciero para evitar el 

enriquecimiento injusto de la otra parte.37   

En otras palabras, quien haya formado parte de una relación de 

concubinato puede probar la existencia de una comunidad de bienes, siempre y 

cuando, logre probar la existencia de un convenio expresamente pactado entre 

ambos para aportar bienes, esfuerzo, trabajo o cooperación para el beneficio 

común de ambos.  Ahora bien, de no probar lo anterior, este deberá probar que 

sí aportó lo suficiente para que los bienes habidos dentro de la relación 

incrementaran y consigo hubiera aumentado el capital objeto de la reclamación.38  

D. Contratos en General y el Contrato de Compraventa 

El Derecho Civil puertorriqueño fijaba en el derogado Código Civil de 

1930, la figura jurídica de las obligaciones.  Las obligaciones constituidas entre 

dos (2) partes pueden consistir en “dar, hacer o no hacer alguna cosa”.39  Las 

obligaciones surgen de “la ley, los contratos, y cuasicontratos y de los actos u 

omisiones ilícitas en las que intervenga culpa o negligencia”.40  

Por su parte, los contratos son negocios jurídicos bilaterales y en nuestro 

ordenamiento jurídico, constituyen una de las varias formas en que las 

personas pueden obligarse entre sí.41  Las obligaciones que nacen de los 

contratos tienen fuerza de ley entre las partes contratantes y deben cumplirse 

al tenor de los mismos.42  De conformidad con el principio rector de pacta sunt 

servanda, las partes contratantes se obligan a todos los extremos de lo pactado 

que sean conformes a la ley, a la moral y al orden público.  En virtud de lo 

anterior, se dispone que, desde el momento de su perfeccionamiento, los 

contratos obligan no sólo al cumplimiento de lo expresamente pactado, sino a 

todas las consecuencias que según su naturaleza estén conformes con la 

buena fe, el uso y la ley.43  

Un contrato existe o se perfecciona desde que una o varias personas 

consienten en obligarse respecto de otra u otras, a dar alguna cosa o prestar 

 
37 Id, en la pág. 481-482.  
38 Domínguez Maldonado v. ELA, 137 DPR 954, 968 (1995). 
39 Art. 1041 Código Civil, 31 LPRA sec. 2991. 
40 Art. 1042 Código Civil, 31 LPRA sec. 2993. 
41 Amador Parrilla v. Concilio Iglesia Universal de Jesucristo, 150 DPR 571, 877 (2000).   
42 Art. 1044 Código Civil, 31 LPRA sec. 2994. 
43 Art. 1210 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3375.  Alicea Andújar v. Casalduc López, 
2013TA2736; Unisys Puerto Rico, Inc. v. Ramallo Brother Printing Inc., 128 DPR 842, 852 (1991). 
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algún servicio.44  Para obligarse, las partes deben cumplir con los siguientes 

requisitos: consentimiento de los contratantes, objeto cierto que sea materia del 

contrato y causa de la obligación que se establezca.45  Una vez concurren las 

condiciones esenciales para su validez, los contratos son obligatorios para las 

partes.46   

El consentimiento en los contratos se manifiesta por el concurso de la 

oferta y de la aceptación sobre la cosa y la causa que constituyen el objeto del 

acuerdo.47  La validez del consentimiento y del contrato se presume.48  Por lo 

consiguiente y a tales efectos, “[l]os contratos serán obligatorios, cualquiera sea 

la forma en que se hayan celebrado, siempre que en ellos concurran las 

condiciones esenciales para su validez”.49  Sin embargo, la validez y el 

cumplimiento de estos no pueden dejarse al arbitrio de unas de las partes.50  

Uno de los convenios más practicados en nuestra sociedad es el 

contrato de compraventa.  En cuanto al contrato de compraventa, establece 

nuestro previo Código Civil que, este es aquel mediante el cual una de las 

partes contratantes se obliga a entregar una cosa determinada y la otra a pagar 

un precio cierto por esta, sea en dinero o signo aparente.51  Se trata de un 

contrato consensual, bilateral, oneroso y traslativo de dominio.52  

En otras palabras, el acuerdo de compraventa se concreta cuando las 

partes logran acordar en cuanto al objeto y el precio cierto a pagar por el objeto.  

Por su parte, el contrato de compraventa es uno consensual y aunque el 

consentimiento no requiere forma específica, el contrato de compraventa de 

bienes inmuebles tiene que constar en escritura pública para que pueda ser 

inscrito en el Registro de la Propiedad.53  Además, el contrato de compraventa 

debe cumplir con los requisitos esenciales para la validez de los contratos en 

 
44 Art. 1206 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3371. 
45 Art. 1213 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3391. 
46 Art. 1230 de Código Civil, 31 LPRA sec. 3451. 
47 Art. 1214 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3401.   
48 Unisys Puerto Rico, Inc. v. Ramallo Brother Printing Inc., supra, 853. 
49 Art. 1230, supra. 
50 Art. 1208 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3373.  
51 Art. 1334, 31 LPRA sec. 3741. Banco Popular v. Registrador, 181 DPR 663 (2011). 
52 J.R. Vélez Torres, Curso de Derecho Civil, San Juan, T. IV, Vol. II, Universidad Interamericana 
de Puerto Rico, 1990, 141. 
53 Banco Popular v. Registrador, supra, pág. 672.   
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general.  Es decir: “consentimiento de los contratantes, objeto cierto que sea 

materia del contrato, y la causa de la obligación que se establezca”.54  

En los contratos de compraventa, el consentimiento se manifiesta por el 

concurso de la oferta y de la aceptación sobre la cosa y la causa que han de 

constituir el contrato.55  Ahora, “el consentimiento prestado puede ser nulo 

cuando el mismo ha sido prestado por error, violencia, intimidación o dolo.”56  

En conformidad con lo dispuesto en nuestro pasado Código Civil, el dolo 

existe “cuando con palabras o maquinaciones insidiosas de parte de uno de los 

contratantes, es inducido el otro a celebrar un contrato que, sin ellas, no hubiera 

hecho”.57  En cuanto al dolo contractual, nos explica nuestro Máximo Foro 

Judicial que, el dolo “[t]iene dos aplicaciones fundamentales reguladas por 

nuestro Código Civil.  Su primera aplicación causa la anulabilidad del contrato 

por vicio en el consentimiento, en el origen del contrato, cuando este se obtiene 

a través de maquinaciones insidiosas, [y]… [e]l dolo contractual incluye el 

engaño, el fraude, la falsa representación, la indebida influencia y otras 

maquinaciones insidiosas”.58  Asimismo, Márquez v. Torres Campos enfatiza 

que, “constituye dolo el callar sobre una circunstancia importante respecto al 

objeto del contrato… y aunque el dolo no se presume, no tiene que probarse 

directamente, sino que puede inferirse de prueba circunstancial como cualquier 

otro hecho”.59 

En un contrato de compraventa, luego de perfeccionado y al momento 

de su ejecución, es necesario que se efectúe la entrega del objeto o la 

tradición.60  La tradición como concepto jurídico consiste en poner a disposición 

del comprador la cosa para que éste pueda ejercitar sobre esta el dominio.  De 

modo jurisprudencial, se ha establecido que los siguientes requisitos son 

esenciales para que se lleve a cabo efectivamente la tradición: (a) el que 

transmite sea dueño de la cosa; (b) la existencia de justa causa para la 

transmisión; (c) la voluntad de transmitir y de adquirir en el transmitente y en el 

 
54 Id, 673.   
55 Prods. Tommy Muñiz v. COPAN, 113 DPR 517, 521 (1982). 
56 Colón v. Promo Motor Imports, Inc., 144 DPR 659, 666 (1997).  
57 Art. 1221, Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3408. 
58 Márquez v. Torres Campos, 111 DPR 854, 863 (1982). 
59 Márquez v. Torres Campos, supra, págs. 855-856. 
60 Segarra v. Viuda de Lloréns, 99 DPR 60, 73 (1970). 
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adquiriente; (d) capacidad de estos para transmitir y adquirir; y, por último, el 

acto material o simbólico que la exteriorice.61  

E. Acción reivindicatoria 

El anterior Código Civil, vigente al momento de los hechos, disponía 

categóricamente el concepto de la propiedad.  Este definía el término propiedad 

como, el derecho por virtud del cual una cosa pertenece en particular a una 

persona con exclusión de cualquier otra.62  Así mismo, disponía que la propiedad 

concede el derecho de gozar y disponer de las cosas sin más limitaciones que 

las establecidas en las leyes, y, el propietario de una cosa ostenta acción contra 

el tenedor y poseedor de la cosa para reivindicarla.63  El propietario de un bien 

al ostentar las facultades de goce y de exclusión a su favor, sobre dicho bien, 

está dotado de unas prerrogativas procesales para hacerlas efectivas.  Estas 

prerrogativas se conocen en nuestro derecho civilista como acciones 

protectoras del dominio. 

Entre las acciones protectorias del dominio yace la figura de la acción 

reivindicatoria de la propiedad.  Mediante la acción reivindicatoria, se faculta al 

titular o propietario de un bien a ir contra el tenedor o poseedor de una cosa 

para reclamar la entrega o devolución de una cosa cuando esta se halle bajo la 

posesión de un tercero que no tiene derecho a poseerla o título alguno sobre la 

misma.64 

Nuestra jurisprudencia ha enfatizado los requisitos necesarios para que 

una acción reivindicatoria sea una efectiva.  En Castrillo v. Maldonado,65 nuestro 

Tribunal Supremo resolvió: “[p]ara que un tribunal declare con lugar una acción 

reivindicatoria esta: (1) tiene que ser presentada por la persona que tenga a su 

favor un derecho de propiedad; (2) se debe dirigir contra la persona que tenga 

en su poder la cosa; (3) la parte demandada no puede oponer ningún derecho 

que justifique su pretensión de retener la cosa frente al propietario; y (4) la cosa 

que se reivindique debe ser debidamente identificada.”66  Probados de modo 

 
61 Segarra vs. Vda. de Lloréns, 99 DPR 60, 76 (1970). 
62 Art. 280 del Código Civil, 31 LPRA sec. 1111. 
63 Id. 
64 José Puig Brutau, Fundamentos de Derecho Civil, Tomo III, Vol. 1, 4ta Ed., Bosch, Casa 
Editorial S.A., Barcelona (1994), pág. 162. 
65 95 DPR 885, 891 (1968). 
66 Id. 
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concurrente todos los elementos necesarios, la acción reivindicatoria sobre 

bienes inmuebles será una próspera. 

F. La Buena Fe en la Tercería Registral 

El ordenamiento jurídico inmobiliario puertorriqueño integra el principio de 

la fe pública registral.  Este es uno de los principios cardinales en nuestro 

derecho inmobiliario registral.  Este postulado consagra la protección a terceros 

que por negocio jurídico válido adquieran al confiar en el contenido del Registro 

de la Propiedad.67  

 Esta protección se le otorga a la figura denominada tercero registral.  La 

Ley Hipotecaria, supra, le impone varios requisitos con los que tiene que cumplir 

aquel que ostente reclamar la protección de tercería registral y este está llamado 

a acreditar el cumplimiento de todos.  Estos son los siguientes: (1) deberá ser un 

tercero civil; (2) de buena fe; (3) a título oneroso; (4) en un negocio inter vivos 

válido; (5) adquiera un derecho real inmobiliario; (6) de quien aparezca inscrito 

en el Registro de la Propiedad con facultad para transmitirle; (7) en función de 

un registro inexacto; (8) sin que consten clara y expresamente las causas de la 

inexactitud ni concurra alguna de las excepciones a la aplicación de la fe pública 

registral; y, (9) a su vez, haya inscrito su adquisición.68  

El principio legal de fe pública registral determina uno de los efectos 

básicos del sistema inmobiliario registral y en consecuencia constituye la razón 

del mismo.69  Esta es, proteger las adquisiciones que por negocio jurídico 

efectúen los terceros adquirentes que confían en las constancias del Registro.70  

En provecho de estos terceros adquirentes de buena fe, la Ley reputa exacto el 

contenido del Registro de la Propiedad, aunque los términos de sus asientos no 

concuerden con la realidad jurídica extrarregistral.71  No obstante, es imperativo 

precisar que no se trata de cualquier tercero, sino de alguien que reúne todos 

los requisitos determinados reseñados. 

 
67 Art. 105 de la Ley Hipotecaria y del Registro de la Propiedad, 30 LPRA sec. 2355.  
68 Banco Santander v. Rosario Cirino, et. al., 126 DPR 591, 603-604 (1990). 
69 R.M. Roca Sastre y L. Roca-Sastre Muncunill, Derecho Hipotecario: Fundamentos de la 
Publicidad Registral, 8va. ed, Barcelona, Ed. Bosch, 1995, T. 2, pág. 161. 
70 Id. 
71 Id. 
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Toda persona que adquiera de buena fe y a título oneroso algún derecho 

de quien en el Registro de la Propiedad aparezca con facultad para transmitirlo, 

será protegida en su adquisición una vez inscriba su título en dicho Registro.72  

Así, el tercero recibe la protección de la buena fe registral, aun cuando se invalide 

el título del transferente, siempre que las causas de nulidad no surjan 

expresamente del Registro.73  [P]or mandato de nuestra Ley Hipotecaria el 

tercero debe poseer buena fe al momento de adquirir para ser acreedor de la 

protección provista por la fe pública registral.74  Esta buena fe, a su vez, consiste 

en "el desconocimiento, por parte del tercer adquirente, de la inexactitud del 

Registro".75  Según señalamos, el Art. 105 de la Ley Hipotecaria, supra, 

expresamente dispone que la buena fe se presume, mientras quien la cuestione 

no pruebe que el tercero conocía la inexactitud en el Registro.76  

Dentro del marco jurídico antes enunciado, nos encontramos en igual 

posición que los tribunales inferiores para evaluar la prueba testifical, y 

documental del presente caso, procedemos a resolver la(s) controversia(s) 

planteada(s). 

III. 

En su primer señalamiento de error, el matrimonio Berrios-Martínez 

planteó que el Tribunal de Primera Instancia erró al dictar Sentencia sin acumular 

al Municipio de Salinas (Municipio) como parte indispensable, por este ser dueño 

del terreno donde enclava la residencia objeto del pleito.   

En sus Determinaciones de Hechos, el foro a quo precisó que el Municipio 

de Salinas había otorgado permiso de construcción, por escrito, al señor Rivera 

Rosario y mediante ello, le otorgó derechos sobre el terreno donde enclava la 

residencia objeta de la presente reclamación.77   

 
72 Delgado Rodríguez v. Rivera Siverio, 173 DPR 150, 168 (2008). 
73 Id., pág.169. 
74 Id. 
75 Id., pág. 170. 
76 Amador Roberts, supra, en la pág. 37. 
77 Sentencia Apéndice de Apelación Civil, pág. 11.  Nuestro previo Código Civil disponía que un 
edificante de mala fe en suelo ajeno no ostenta derecho alguno sobre la propiedad.  No obstante, 
cuando existe consentimiento expreso del dueño del terreno a que el edificante de mala fe 
construya sobre el mismo, la mala fe se torna en buena fe.  Sobre esta materia, nuestro Tribunal 
Supremo en un caso con hechos similares a los de autos que, aunque antiguo, aún vigente, 
expresa que, “[s]i bien los demandados no pueden reputarse poseedores del terreno ocupado 
por sus casas, puesto que ellos sólo han gozado de la posesión material del suelo, mientras los 
demandantes han retenido la posesión civil, no por ello dejan de ser edificantes de buena 
fe…pues construyeron sus casas con el consentimiento de los dueños del suelo”.  Rivera v. 
Santiago, 56 DPR 381, 386 (1940). 
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 Más aún, en las audiencias celebradas se logró comprobar lo siguiente: 

el señor Rivera Rosario invadió el terreno donde ubica la residencia en 

controversia; el señor Rivera Rosario obtuvo del entonces alcalde del Municipio 

de Salinas, el Hon. Basilio Baerga Paravissini, el uso y disfrute del solar número 

35 del Barrio Playa, Sector Cofresí de Salinas, Puerto Rico; el permiso de 

construcción fue otorgado por el Municipio de Salinas a favor del señor Rivera 

Rosario; y, dicho permiso consta por escrito.78 

Así las cosas, entendemos que el Municipio no era parte indispensable y 

era innecesaria su comparecencia para que el foro primario pudiese dictar 

sentencia.  Por lo que, entendemos que no se cometió el primer error. 

En su segundo planteamiento de error, arguyeron que el Tribunal de 

Primera Instancia se equivocó cuando determinó que la residencia objeto del 

presente litigio les pertenece a los señores Adorno Rivera y Rivera Rivera y no 

a la señora Rodríguez Anaya o en la alternativa, pertenecía a la comunidad de 

bienes compuesta entre los señores Rivera Rosario y Rodríguez Anaya.  En 

las audiencias, se logró probar que entre los señores Rivera Rosario y 

Rodríguez Anaya, hubo una relación consensual de varios años (desde 1991 

hasta 1997).  Del mismo modo, se comprobó que la señora Rodríguez Anaya 

no contaba con los recursos económicos necesarios para la construcción de la 

propiedad objeto del litigio, dado que sus alegados ahorros no alcanzaban para 

cubrir los costos de construcción que en su momento se calcularon en 

$20,000.00 aproximadamente.  Asimismo, la señora Rodríguez Anaya tampoco 

logró evidenciar estos alegados ahorros o la existencia de cuentas bancarias 

algunas.  Mas aún, en su testimonio adujo que nunca se hizo cargo de comprar 

materiales ni hacer aportaciones a dicha construcción, ni a la mano de obra.  Así 

las cosas, el foro sentenciador determinó que la señora Rodríguez Anaya no 

hizo aportación pecuniaria bajo ningún concepto para la edificación de la 

vivienda en controversia.  En fin, el foro de primera instancia rechazó que 

existiera una comunidad de bienes que se hubiese constituido durante la 

convivencia o concubinato de los señores Rivera Rosario y Rodríguez Anaya.  

 
78 Id. pág.11-13. 
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Cónsono con lo anterior, acogemos la determinación del foro de instancia 

en cuanto a que la señora Rodríguez Anaya nunca fue poseedora de la 

propiedad invadida y tampoco advino propietaria o codueña de la residencia en 

controversia; por lo que, no ostentaba el derecho ni la facultad para enajenar 

mediante un contrato de compraventa la propiedad sita solar número 35 del 

Barrio Playa, Sector Cofresí de Salinas, Puerto Rico.  Concluimos que tampoco 

se cometió el segundo error. 

En el tercer y último planteamiento de error, estos sostienen que 

desacertó el Tribunal de Primera Instancia cuando declaró nulo el contrato de 

compraventa que suscribieron con la señora Rodríguez Anaya, y les ordenaron 

devolver la propiedad objeto de este litigio a los señores Adorno Rivera y Rivera 

Rivera.  Esto, debido a que ellos siempre actuaron de buena fe al momento del 

origen del contrato bajo la creencia de que adquirieron la propiedad de quien 

tenía derecho y facultad para venderles, aunque esto no fuere del todo cierto. 

Ahora bien, aunque el matrimonio Berrios-Martínez hubiera actuado de 

buena fe, se desprende de los autos que ellos no reúnen todos los preceptos de 

la tercería registral para que les sea otorgada la protección en su adquisición.  

En resumidas cuentas, lo cierto es que la señora Rodríguez Anaya calló sobre 

uno de los elementos claves: no era propietaria.  De este modo, la señora 

Rodríguez Anaya afectó los derechos adquiridos del señor Rivera Rosario 

sobre su propiedad.  Es menester señalar, que la señora Rodríguez Anaya 

actuó sin capacidad para otorgar la mencionada escritura de compraventa, y sin 

capacidad para consentir o transmitir legalmente la residencia objeto de este 

litigio. 

En resumidas cuentas, es evidente que el matrimonio Berrios-

Martínez nunca adquirió un derecho real inmobiliario de una persona que en el 

Registro de la Propiedad apareciera con facultades para transmitirle, ya que la 

señora Rodríguez Anaya nunca fue dueña de la propiedad y ésta procedió 

dolosamente al contratar con el matrimonio Berrios-Martínez.  Por lo tanto, 

no erró el Tribunal de Primera Instancia al declarar nulo el contrato de 

compraventa entre el matrimonio Berrios-Martínez y la señora Rodríguez 

Anaya ni al ordenarles a éstos devolver la residencia a los señores Adorno 
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Rivera y Rivera Rivera, pues era el señor Rivera Rosario quien ostentaba 

derechos adquiridos sobre el terreno donde enclava la residencia en 

controversia que le fuesen otorgados por el Municipio de Salinas.  

IV. 

Por los fundamentos esbozados anteriormente, confirmamos la 

Sentencia intimada el 28 de diciembre de 2020 declarando ha lugar la Demanda 

y, entre otras cosas, nula la compraventa efectuada por la Escritura Número 16 

sobre Compraventa de Mejoras otorgada el 2 de mayo de 2012 ante el(la) 

Notario Público Nilsa Ivette Félix García.  

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaría del Tribunal de 

Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


